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Esta investigación tiene como propósito fundamentar por qué la ausencia de procesos participativos tempranos en grandes proyectos de inversión está asociado a la emergencia de conflictos socioambientales. 
La premisa fundamental es que los procesos de participación ciudadana tempranos contribuyen a visibilizar oportunamente las necesidades y demandas de las comunidades que habitan los territorios donde se emplazarán proyectos de gran envergadura. Contrariamente, la ausencia de dichas instancias imposibilita su reconocimiento y la prevención de los conflictos socioambientales, que pueden producirse con este tipo de obras.
Para el desarrollo de esta investigación se utilizará una metodología de carácter cualitativo, con enfoque descriptivo basado en fuentes secundarias, tales como: normativas, relatos ciudadanos, reportes de ONG, documentos de organismos estatales y académicos. 
El tipo de investigación corresponde a un estudio de caso. La unidad de análisis está delimitada al proceso de participación ciudadana realizado en la evaluación ambiental del proyecto “Central Termoeléctrica Castilla”, ubicado en la comuna de Copiapó, región de Atacama. 
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Participación ciudadana - participación ciudadana temprana - conflicto socioambiental - Grandes proyectos de inversión en infraestructura.




[bookmark: _Toc119860148][bookmark: _Toc120115161]1. ANTECEDENTES Y PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA
Los procesos de participación ciudadana, en grandes proyectos de inversión, comenzaron a ser considerados en Chile en la década de los noventa como un requisito para los proyectos que ingresaban Estudios de Impacto Ambiental (EIA) al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), por generar afectación conforme a lo indicado en el artículo 11 de la Ley 19.300 sobre “Bases Generales del Medio Ambiente”[footnoteRef:1]. [1:  Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (BNC), Ley 19.300 “Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente” (LBGMA), (Promulgación 01.03.1994, publicación: 09.03.1994). https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=30667 (Fecha consulta 20 febrero 2022).] 

Dicha Ley, que comenzó a regular las materias medioambientales en el país, fue promulgada en marzo del año 1994, como producto de los acuerdos adquiridos en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente, realizada en Río de Janeiro en junio de 1992, y que se materializó en la “Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo”.[footnoteRef:2]  [2:  Ministerio de Medio Ambiente, “Guía participación ambiental”, 2017, https://mma.gob.cl/wp-content/uploads/2017/11/guiaparticipacion.pdf  (fecha consulta: 13 de marzo 2022).] 

Esta Declaración dentro de los temas que abordó, señaló la necesidad de implementar leyes para la protección del medioambiente y el desarrollo sostenible. También sostuvo la importancia de la participación de la ciudadanía en el tratamiento de los temas ambientales, otorgando a los ciudadanos la posibilidad de participar en los procesos de toma de decisiones y de acceso a la información
Con base en lo anterior, la Ley 19.300 recogió lo acordado en la Declaración y reconoció en la participación ciudadana un derecho, debiendo el Estado facilitar dicha participación en la evaluación ambiental de los proyectos[footnoteRef:3]. [3:  Art. 4° Ley 19.300, pág. 4.  https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=30667. (Fecha consulta 20 febrero 2022).] 

Posteriormente, y bajo el objetivo de introducir modificaciones y mejoras a la Ley 19.300, se elaboró la Ley N° 20.417[footnoteRef:4], publicada en enero del 2010. Esta Ley dentro de sus modificaciones presentó algunos avances en materias de participación, destacándose la posibilidad de incorporar mecanismos de participación ciudadana en la evaluación de las Declaraciones de Impacto Ambiental (DIA) de los proyectos con carga ambiental, y donde la Ley 19.300 era indicativa de realizar procesos de participación sólo en la evaluación de los EIA, asociados a proyectos de mayor envergadura y con un mayor impacto ambiental.[footnoteRef:5] También dentro de las modificaciones se incluyó la posibilidad de realizar procesos de participación ciudadana por parte de los titulares de los proyectos en etapas previas a la evaluación ambiental.[footnoteRef:6] [4:  Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (BCN); Ley 20.417 “Crea el Ministerio, El Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente”, (Promulgación: 12.01.2010, Publicación: 26.01.2010). https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1010459. (Fecha consulta 5 de marzo 2022).]  [5:  Artículo 30 bis de la Ley N°20.417, pp.16. https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1010459 (Fecha consulta 5 de marzo 2022).]  [6:  Ibíd. nota 4, articulo 13.bis, pág.7.] 

De manera complementaria a la normativa ambiental surgieron los instructivos presidenciales sobre Participación Ciudadana, siendo el primero de ellos el emitido y despachado en diciembre del año 2000[footnoteRef:7]. Junto a estos, y con la entrada en vigencia de la Ley 20.500 sobre “Asociaciones y Participación Ciudadana en la Administración Pública” de febrero del 2011, se reconoció el derecho a la participación de la ciudadanía en las “políticas, planes, programas y acciones” que desarrollara el Estado.[footnoteRef:8] [7:  Ministerio Secretaria General de Gobierno, primer “Instructivo Presidencial sobre participación ciudadana” Nº 030 - 2000. Emitido el 07 de diciembre del año 2000. https://www.guiadigital.gob.cl/sites/default/files/instructivopresidencialparticipacion.pdf (fecha consulta (Fecha consulta 10 enero 2021).]  [8:  Biblioteca del Congreso Nacional (BCN); Ley 20.500; (Promulgada el 4 de febrero del año 2011. Publicada 16 de febrero 2011) Art. 69, Titulo IV. https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1023143&idParte=9111258&idVersion=2011-02-16 (Fecha consulta: 10 abril 2022).] 

No obstante lo anterior, desde la entrada en vigencia de la Ley 19.300 en el año 1994, un número no menor de casos de grandes proyectos de inversión fueron identificados por el Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH, 2015)[footnoteRef:9] por no desarrollar procesos de participación ciudadana o porque su implementación fue insuficiente.  [9:  Instituto Nacional de Derechos Humanos, (2016) “Mapa de Conflictos Socioambientales, 2015”, versión digital, Santiago, Chile.] 

En los casos de proyectos que no realizaron procesos de participación ciudadana, en algunos de ellos, la causa que identificó el Instituto fue que correspondió a proyectos que presentaron una DIA en el proceso de evaluación ambiental y no un EIA, por lo que no consideraron instancias de participación ciudadana durante su evaluación[footnoteRef:10].  [10:  Lo cual puede condecirse con el hecho de que estas instancias se incorporaron en las DIA con la modificación que trajo la Ley 20.417 en el año 2010.  ] 

En el “Mapa de conflictos socioambientales” del año 2015, el INDH identificó en Chile la existencia de 118 proyectos, donde en 43 de ellos se hizo mención -como derecho en juego- a la ausencia del derecho a la Participación.
Para el año 2018 el Instituto identificó 120 proyectos con conflictos socioambiental[footnoteRef:11], de ellos, 65 se identificaron como activos, 31 latentes y 24 cerrados. Del total de 120 casos, en 44 de ellos se mencionó nuevamente la falta de participación. [11:   El Mapa de Conflictos socioambientales del año 2018 fue presentado por el INDH a través de una plataforma digital. Con la aplicación del filtro “Derecho a participar en la dirección de los asuntos públicos”, se obtuvo la información que se presenta sobre conflictos asociados a la vulneración del derecho de participación. No se utilizó el filtro “Participación y consulta indígena” por corresponder al derecho de participación y consulta a pueblos originarios por Convenio 169 de la OIT. Esta plataforma se actualiza permanentemente y a la fecha (14.11.22) se registran 130 conflictos (activos, latentes y cerrados). También la plataforma dispone de un repositorio para consultar los 31 conflictos que fueron archivados y que se presentaron en los Mapas anteriores. https://mapaconflictos.indh.cl/#/listado-conflictos y  https://mapaconflictos.indh.cl/#/pagina/5
] 

Dentro de los proyectos señalados por el Instituto, fue informado el proyecto “Central termoeléctrica Castilla”. Esta iniciativa formó parte de los 43 proyectos identificados el año 2015, y que se mantuvo dentro de los 44 señalados en el 2018, como proyectos que vulneraron el derecho a la participación. 
El informe del año 2015 da cuenta de la generación del conflicto, el cual fue iniciado en el año 2008 y que se originó por no considerar el potencial impacto socioambiental que ocasionaría el proyecto en el territorio donde éste se construiría. “Los conflictos con la comunidad local se generaron ya que esta megacentral se emplazaría en una zona donde existen ecosistemas únicos, temiendo una disminución de la calidad de vida y de la salud de la población circundante, impactos ecosistémicos, perdida del capital natural de pescadores artesanales y patrimonio ancestral de la comunidad de totoral”[footnoteRef:12].  [12:  Ibíd. nota 9, pág.108.] 

Sumado a lo anterior, y como parte de las reclamaciones de la comunidad, se hizo referencia también, a la ausencia de un proceso de participación. “Las comunidades y organizaciones locales denunciaron una serie de irregularidades en el proceso de aprobación y desarrollo del proyecto, (…) omisión de diversos trámites exigidos por la normativa e inexistencia de una etapa de participación”.[footnoteRef:13] Esto trajo como resultado desconfianza por parte de la comunidad, y el surgimiento de conflictos, ya que al no existir instancias de diálogo entre ésta y el titular del proyecto, no fue posible conocer oportunamente las preocupaciones y demandas de la comunidad que se vería impactada por las futuras obras. [13:  Ibíd. nota 9, pág. 108. ] 

La evidencia de proyectos que presentaron conflictos socioambientales, y que el Instituto señaló tanto en el informe del año 2015, como en el del 2018, que no contaron o realizaron mecanismos de participación insuficientes o en una etapa muy avanzada éstos, nos entrega un primer marco de referencia para el análisis del rol que pueden tener estos procesos en la identificación y consideración de los impactos socioambientales y, en la prevención de conflictos vinculados a este tipo de proyectos.
Un caso contrario fue el proceso participativo desarrollado en el marco del proyecto de “Diseño del bypass Temuco”[footnoteRef:14], realizado por el Ministerio de Obras Públicas en el año 1997. Este proyecto, de acuerdo a lo expuesto por Rojas et al. (2003)[footnoteRef:15], presentó adecuadas instancias de participación y bajo estándares superiores a los exigidos por la Ley ambiental, realizando un acercamiento paulatino y de respeto con las comunidades, lo que permitió involucrarlas en el proyecto y escuchar sus necesidades y expectativas, bajo un enfoque de respeto por la diversidad cultural. “El trazado fue acordado a través de sofisticadas negociaciones y de un proceso ad hoc de participación, todo ello muy por encima de lo que estipula la ley”[footnoteRef:16]. [14:  Ubicado en el tramo de la carretera Panamericana a la altura de la ciudad de Temuco.]  [15:  Rojas, Alejandro; Sabatini, Francisco; Sepúlveda, Claudia; (2003); “Conflictos ambientales en Chile: aprendizajes y desafíos”; Revista Ambiente y Desarrollo de CIPMA; VOL. XIX / Nº 2 / 2003.]  [16:  Ibíd. nota 15, pág.26.] 

En definitiva, parece ser, que el problema surge ante la ausencia de procesos participativos, o realizados de manera insuficiente y tardía, y en donde el objetivo principal de los titulares de los proyectos es la obtención de la Resolución de Calificación Ambiental (RCA) para la futura construcción de las obras. 
En tales circunstancias, estos procesos son invalidados por las comunidades e identificados, en la mayoría de los casos, como procesos inexistentes, no permitiendo una participación efectiva en la toma de decisiones de las comunidades que se verán impactadas por los futuros proyectos. 
Siendo así, ¿es posible afirmar que la ausencia de procesos de participación ciudadana o implementados de manera insuficiente cuando los proyectos ya están definidos, no contribuye a la prevención de los conflictos socioambientales propios de este tipo de proyectos?, ¿Qué nivel o grado de participación debería considerarse para el desarrollo de una participación más efectiva, que prevenga un conflicto socioambiental?, ¿En qué momento dentro del ciclo de vida de un proyecto se deberían implementar las instancias de participación, para favorecer la prevención de los conflictos socioambientales?. Estas preguntas guiarán la presente investigación, y nos permitirá formular algunas consideraciones para la futura implementación de procesos de participación, que contribuyan a la prevención y/o mitigación de los conflictos socioambientales derivados de la ejecución de grandes proyectos de inversión.
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General
Identificar la relación entre la participación ciudadana temprana y la prevención de los conflictos socioambientales, en el marco de la implementación del proyecto “Central Termoeléctrica Castilla”.
Específicos:
a) Describir el proceso de participación ciudadana desarrollado en la evaluación ambiental del proyecto.
b) Describir el conflicto socioambiental derivado del proyecto. 
c) Establecer la relación entre los procesos de participación ciudadana tempranos y la prevención de los conflictos socioambientales.
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Los procesos de participación ciudadana desarrollados en las etapas tempranas del ciclo de vida de un proyecto pueden contribuir al levantamiento de las necesidades y particularidades de las comunidades que se verán impactadas por la construcción de grandes obras. Si se otorga a las comunidades espacios destinados a levantar sus preocupaciones, conocimiento y demandas, durante todas las etapas del desarrollo de una iniciativa de inversión, y no solamente cuando los proyectos entran a evaluación ambiental, podrán generarse relaciones de confianza y de mayor legitimidad de la iniciativa que se busque implementar. Esto, porque las instancias tempranas de participación permiten conocer de manera oportuna las distintas problemáticas y requerimientos que surgen cuando se generan impactos socioambientales, producto de la construcción de grandes obras.
La presente investigación busca ser un aporte a la futura implementación de procesos de participación ciudadana en grandes proyectos de inversión, bajo el objetivo de visibilizar y prevenir los conflictos socioambientales asociados a este tipo de iniciativas.
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El proyecto Central Termoeléctrica Castilla no contó con un proceso de participación ciudadana temprano, derivando en la generación de un conflicto socioambiental.
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[bookmark: _Toc119860153][bookmark: _Toc120115166]5.1 Conceptualización de la Participación Ciudadana 
La ausencia de mecanismos de participación ciudadana tempranos en el marco de proyectos de gran envergadura, pone en evidencia el potencial conflicto socioambiental que puede producirse por el desconocimiento de los distintos impactos que se generan tras la construcción de este tipo de infraestructura. Conocer las aproximaciones conceptuales y teóricas en torno a la participación ciudadana, nos permitirá establecer los lineamientos para identificar cuándo y cómo se deben llevar a cabo estos procesos.
Sobre el concepto de participación ciudadana Guillen, Sáenz, Badii y Castillo (2009)[footnoteRef:17] señalan que  ésta otorga a los ciudadanos la posibilidad de contribuir a la toma de decisiones y al seguimiento de las políticas públicas. Citando a Cunill (1991), indican que la participación es definida como “la intervención de la sociedad civil en la esfera de lo público”[footnoteRef:18]. En este sentido, la participación alude a la oportunidad que tienen las personas para incidir en asuntos de interés público, a través de todo tipo de mecanismos que permitan establecer una relación entre el Estado y la ciudadanía. [17:  Guillen, A.; Sáenz, K.; Badii, M.H.; Castillo, J., (2009), “Origen, espacio y niveles de participación ciudadana”; Daena: International Journal of Good Conscience. 4 (1) 179-193. Marzo 2009. ISSN 1870 – 557X ]  [18:  Ibíd. nota 17, pág.179. ] 

Citando a Merino (1995), los autores indican que participar significa tomar parte, como integrante de una organización, pero también significa compartir, siendo un acto social que no puede desarrollarse bajo una lógica individual. Siendo así, la participación otorga la posibilidad de intervenir en instancias públicas teniendo como base los intereses colectivos de la comunidad. 
Bajo dicha perspectiva, la participación debe permitir a las comunidades intervenir en las decisiones públicas que las afecten y no sólo remitirse a la entrega de información respecto de alguna medida presentada por el Estado. La diferencia radica en la posibilidad de ser partícipes de la toma de decisiones que se realizan en la implementación o desarrollo de alguna iniciativa pública o privada que eventualmente pueda afectarles. 
Para Serrano (1998)[footnoteRef:19], la participación ciudadana se basa también en la incidencia que puede tener la comunidad en la toma de decisiones sobre asuntos de interés público, pero incorpora la idea de responsabilidad de parte de los ciudadanos. Indica que, si bien la participación otorga mayores derechos, requiere igualmente de responsabilidad de parte de los ciudadanos. Para la autora el desarrollo de una ciudadanía interesada en las instancias de participación necesita de una ciudadanía responsable, activa y organizada. Asimismo, destaca que las instancias de participación entregan la posibilidad de contar con una comunidad informada y con conocimiento de sus responsabilidades y derechos, pero también deben ser espacios que permitan conocer de primera fuente las necesidades e intereses de la comunidad para la búsqueda de soluciones más pertinentes. Finalmente, sostiene que es en el ámbito local y comunal donde deben implementarse estos procesos participativos, ya que es en este ámbito donde la toma de decisiones respecto a las demandas y su priorización resulta más efectiva. [19:  Serrano, Claudia (1998), “Participación social y ciudadanía”: Un debate del Chile contemporáneo; División de Estudios Sociales de MIDEPLAN; Santiago de Chile.] 

Fernández (2006)[footnoteRef:20] señala respecto a la definición de participación ciudadana, la existencia de dos posiciones, una orientada a la eficacia y la eficiencia de las políticas públicas, denominada como participación instrumental y una segunda dirigida al fortalecimiento de la ciudadanía, identificada como participación sustantiva. La participación instrumental se trata de un tipo de participación de arriba hacia abajo, en la cual el Estado define los márgenes e instrumentos orientados a la obtención de resultados funcionales a éste. Por su parte, la participación sustantiva, se encuentra orientada a la profundización de la democracia, al fortalecimiento de los derechos de la ciudadanía, a la valoración de lo público y la integración social. Es un tipo de participación que se articula de abajo hacia arriba, y en donde la sociedad civil adquiere protagonismo en las relaciones con las instituciones públicas. [20:  Fernández, Ignacia (2006), “Participación ciudadana en el nivel local: desafíos para la construcción de una ciudadanía activa”, en foco 84, Expansiva, Santiago, Chile. 
] 

Para Fernández, si bien, la participación debe contribuir a mejorar la calidad de la gestión pública, debe considerar, al igual que para Serrano (1998), la incorporación de la ciudadanía en la toma de decisiones. Para su incorporación se requiere de sujetos y organizaciones informadas acerca de sus derechos y con iniciativa para presentar y defender los temas que les afecten. 
Para la autora, la participación también adquiere sentido en el espacio local, ya que allí radica el conocimiento respecto de las verdaderas necesidades de la comunidad, contribuyendo a la generación de decisiones más pertinentes. Señala que la participación en el espacio local permite al fortalecimiento de la ciudadanía tras potenciar las capacidades de los sujetos y las organizaciones que están presentes en dicho espacio.
Bajo estas consideraciones, Fernández indica que se debe promover el tipo de participación sustantiva, ya que cuando la participación se centra en un fin instrumental, no permite una relación de igualdad en la toma de decisiones.
Si bien la participación ciudadana puede ser un mecanismo que contribuye a mejorar la calidad de la gestión pública, puede ser también una instancia que permite fortalecer los derechos de la ciudadanía, si se le entrega un mayor protagonismo en la toma de decisiones. 
Para Canessa y García (2016)[footnoteRef:21], que trabajan la participación desde el relacionamiento que se da entre la comunidad y las empresas o el Estado,  el concepto de participación ciudadana, se refiere también, y de manera principal, a la necesidad de la ciudadanía de ser partícipe de los procesos de toma de decisiones de aquellos temas que le afecten ya sea directa o indirectamente. Considerando lo planteado por Porro y El Hanaoudi (2013), indican que la participación ciudadana es “la capacidad de los ciudadanos, de forma individual o como miembro de organizaciones o asociaciones, de influir e intervenir en el diseño, toma de decisiones y ejecución de las políticas públicas y proyectos al servicio del interés general”.[footnoteRef:22] [21:  Canessa, M; García, M; (2016); Estrategia y prácticas de relacionamiento comunitario en el marco de participación ciudadana”, Espacio Público, documento N°28, Santiago, Chile.]  [22:  Ibíd. nota 21, pág.13. ] 

Para las autoras, el papel de la ciudadanía es fundamental, sobre todo, en los temas ambientales que, por su propia naturaleza requieren de una ciudadanía que esté de acuerdo con las decisiones que se adopten. Rescatando lo presentado por Mirosevic (2011), y desde la definición entregada por la institucionalidad ambiental, también se refieren  a la participación como: “un conjunto de directrices, principios y normas dispuestas por la ley y la autoridad competente, que permiten a las personas naturales y jurídicas y a las organizaciones sociales y comunitarias afectadas o interesadas en alguna forma por distintos eventos de relevancia ambiental, ser incorporadas formalmente al proceso de decisiones que lleva a la adopción de políticas y medidas de carácter medioambiental, a la autorización de actividades que importan un compromiso ambiental, a la dictación de las regulaciones pertinentes, y a la resolución de los conflictos que se presenten”.[footnoteRef:23] [23:  Ibíd. nota 21, pág.14. ] 

Bajo esta definición, la participación es vista como una oportunidad que se otorga a las personas y organizaciones naturales y jurídicas afectadas o interesadas por alguna iniciativa de inversión, que brindaría la posibilidad de participar en la toma de decisiones y en la elaboración de acuerdos para la resolución de conflictos. 
Considerando tanto esta definición, que tiene su origen en la implementación de Ley ambiental 19.300, como las planteadas por  Guillen, Sáenz,  Badii y Castillo (2009), Serrano (1998) y Fernández (2006), es posible apreciar en todas ellas de manera y como constitutivo del propio concepto, la posibilidad de ser parte del proceso de toma de decisiones.
El ser parte de este proceso ha sido un anhelo desde la implementación de la legislación ambiental en la década de los noventa. La capacidad de poder participar con igualdad en estos espacios requiere de una ciudadanía informada, organizada, comprometida y activa, pero también requiere que se les otorgue a los/as ciudadanos/as la posibilidad de incidir efectivamente en los distintos asuntos que les afecten. 
Esta participación en igualdad de condiciones, y el poder participar del proceso de toma de decisiones, tiene directa relación con el tipo o nivel de participación que se implemente. De este modo, distintos autores y enfoques sostienen que la sola entrega de información en las instancias de participación ciudadana no permitiría incidir en las decisiones que se adopten, mientras que el tipo de participación asociado a un mayor grado de empoderamiento de la ciudadanía sí permitiría ser parte del proceso e incidir en las decisiones finales. 
A continuación presentaremos cuáles son los principales tipos o niveles que se distinguen, y cuáles se asocian a un mayor grado de protagonismo en la toma de decisiones.
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Los niveles de participación ciudadana dan cuenta del alcance en la toma de decisiones que puede tener la ciudadanía. Siendo así, y considerando los objetivos de este estudio, se presentarán estos niveles y su relación con una participación más efectiva en las decisiones que se adoptan en cualquier proyecto o iniciativa de inversión tanto pública como privada. 
Una primera aproximación a  los niveles o grados de participación ciudadana es la presentada por Fernández (2006)[footnoteRef:24], quien señala la existencia de cuatro niveles de participación. En un primer nivel se encuentra la participación que se basa en el plano Informativo, y que está referida a aquellas instancias donde la autoridad informa a la ciudadanía acerca de sus actividades, definiciones estratégicas y los recursos disponibles para la gestión. En segundo lugar, distingue una participación asociada con la Consulta, donde la autoridad consulta la opinión de la ciudadanía, como es lo que sucede en los cabildos o plebiscitos. Por su parte, el tercer nivel es el que permite participar en la Decisión, tratándose de una consulta vinculante y donde se participa de la toma de decisiones. Finalmente, el cuarto nivel es el Control social, que está orientado a la rendición de cuentas de parte de la autoridad a la ciudadanía, respecto a compromisos establecidos y en donde la ciudadanía posee ciertas facultades para establecer algún tipo de sanción, en caso de incumplimiento. [24:  Ibíd. nota 20.] 

Para la autora la participación debe transitar por estos cuatro niveles, ya que siendo así, es posible alcanzar una participación sustantiva y que, de acuerdo a lo indicado en el acápite anterior, es la que permite el fortalecimiento de los derechos de la ciudadanía y su participación en la toma de decisiones. Por el contrario, cuando la participación se centra en un fin instrumental y apunta sólo a mejores resultados de gestión, no permite promover una relación de igualdad en la toma de decisiones y a mejorar el vínculo entre la ciudadanía y el Estado.
Por su parte, Aedo (2004)[footnoteRef:25], rescatando lo planteado por la División de Organizaciones Sociales (DOS)[footnoteRef:26], expone las modalidades identificadas por el Estado en torno a la participación y, al igual que en la distinción presentada por Fernández (2006), transitan desde el nivel informativo hasta el que conlleva mayores grados de empoderamiento y control social. De este modo, hace mención a cuatro modalidades, que se describen a continuación. [25:  Carlos, Aedo, Finlez, (2004), “Participación Ciudadana, Políticas Sociales, Democratización del Estado y sus Instituciones. Reflexiones en torno al Panorama General de la Participación Ciudadana en Chile”, Santiago de Chile. ]  [26:  División de Organizaciones Sociales (DOS), entidad dependiente del Ministerio Secretaría General de Gobierno y encargada de la implementación y coordinación de la política pública de participación ciudadana.] 

En un primer nivel se ubica la modalidad instrumental, siendo el nivel mínimo de participación, y en donde se informa la oferta pública del Estado. Por lo anterior, es vista como en nivel mínimo de participación, con un bajo grado de influencia en la toma de decisiones. En un segundo nivel distingue la modalidad consultiva, que busca consultar o preguntar sobre asuntos relevantes del programa público, pero no tiene un carácter necesariamente vinculante y los temas a consultar vienen dados desde la institucionalidad. La siguiente modalidad, es la denominada gestionaria, caracterizada por el fortalecimiento del liderazgo social y la entrega de información necesaria para participar con las dependencias locales y estatales. Siendo una modalidad en un nivel más alto de participación puede tener injerencia en la toma de decisiones. Finalmente, en un cuarto nivel distingue la modalidad de empoderamiento o de habilitación social, donde la ciudadanía ejerce control social sobre la política pública. Supone un papel importante en la toma de decisiones y la ciudadanía propone temas al Estado desde sus propias demandas y necesidades. 
Para el autor, estos tipos de participación no se dan de manera excluyente o pura, más bien pueden coexistir de manera compuesta en las distintas instancias de los procesos de participación, y en donde la materialización de una u otra tiene que ver, entre otras causas, con el nivel de influencia de los destinatarios de las políticas públicas.

Ojeda (2012)[footnoteRef:27], rescatando lo planteado por Viveros (1999), distingue también distintos niveles de participación y, al igual que en las referencias anteriores, van desde el ámbito informativo hasta aquel donde existe un mayor protagonismo y participación en la toma de decisiones. En un primer nivel se encuentra el orientado a la adquisición y manejo de información, dándose en un contexto social donde actualmente existen múltiples formas de acceso a la información, y que por lo mismo resulta básica su implementación. En segundo lugar, y en un nivel superior, se ubica la participación vinculada a ejercer el derecho de opinión, la cual puede estar sujeta a las posibilidades en que se da la participación y a las posibles brechas entre los individuos que participan. El tercer nivel está ligado a la movilización, pudiendo ocurrir cuando existe resistencia por parte de la autoridad a acoger determinadas demandas. Por último, el cuarto nivel es el ligado a la toma de decisiones colectivas, refiriéndose a decisiones negociadas o emitidas desde la autoridad, surgiendo de un proceso legitimado.  [27:  Ojeda, Harvez, Paulina; (2012) “La Participación Ciudadana en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental: Un enfoque hacia los proyectos de generación hidroeléctrica con reasentamientos humanos”; Santiago, Chile.] 


Para la autora, está legitimidad es fundamental, ya que contribuye a la apropiación de la decisión colectiva en el individuo, minimizando el conflicto y el desacuerdo. De este modo, indica que cuando la ciudadanía puede formar parte de los procesos y la responsabilidad se deposita en representantes legítimos, el nivel de conflicto baja y existe mayor conformidad con las decisiones que se adoptan. 
[bookmark: _Toc119860155][bookmark: _Toc120115168]5.2.1 Niveles de PAC en proyectos de inversión
De acuerdo a lo revisado, la participación ciudadana puede presentar distintos niveles según el grado de empoderamiento que detente la ciudadana y la posibilidad de participar en la toma de decisiones en los asuntos y materias en que se encuentre involucrada.  Estos niveles que presentan los procesos de participación ciudadana en las distintas materias que aborda el Estado, han sido estudiados también, y de manera particular, para el caso de proyectos de inversión, y que Reyes y Ríos (2016)[footnoteRef:28] abordan bajo el análisis de distintas experiencias internacionales de este tipo de proyectos.  [28:  Reyes, Francisca, Ríos ,Emilia, (2016),;“Participación Ciudadana en Proyectos de Inversión: Lecciones desde la experiencia internacional”; Espacio Público, documento de referencia N°26. ] 


El trabajo que realizan toma como referencia la escala que desarrolla Becker et .al (2012) en torno a la participación. De este modo, y en el primer nivel de la escala, se encuentra el acceso a la información, distinguida por la unidireccionalidad del proceso, el cual no correspondería a una etapa participativa propiamente tal. Al igual como lo presentan los análisis anteriores, este tipo de participación es reconocida con un nivel básico de participación, donde el Estado debe entregar información significativa a los participantes, o bien, exigir a los proponentes de los proyectos que generen la información requerida.
El segundo nivel se distingue del anterior por el flujo de información, ya no es unidireccional sino bidireccional, en donde quienes participan no sólo reciben información, sino también entregan sus opiniones y comentarios que pueden ser recogidos por quienes toman las decisiones y de este modo enriquecer la iniciativa que se busca implementar. Siendo así, quienes participan tienen un rol más activo.
Por su parte, el tercer nivel se caracteriza por ser un trabajo con mayor involucramiento de parte de los ciudadanos en las alternativas que se buscan implementar. El concepto que subyace en este nivel es la deliberación, basada en el diálogo, permite analizar de manera conjunta las distintas alternativas respecto a una iniciativa o proyecto. Si alguna de estas iniciativas no son materializadas, el Estado o proponente del proyecto debe entregar una explicación fundada de por qué no fue realizada.
El cuarto nivel se basa en la colaboración, el cual va más allá de la deliberación y se orienta a la búsqueda de acuerdos entre quienes participan. Este es un proceso que se constituye en la construcción de acciones conjuntas, ya sea entre el Estado, la sociedad y el proponente del proyecto. Para este caso es necesario que al menos dos de estos actores se unan para trabajar de manera coordinada en la implementación de una determinada iniciativa, yendo más allá de la mera negociación o discusión.
El último y quinto nivel es el que conlleva un empoderamiento del público, con poder en la toma de decisiones y con la capacidad de no aceptar una determinada iniciativa. Las autoras señalan que esto puede materializarse a través de mecanismos de democracia directa, y que en ciertos casos puede aplicar a proyectos de inversión. Sin embargo, a partir del análisis que realizan de los distintos casos de estudio, indican que la existencia de este nivel no es habitual, incluso para casos donde se busca implementar un proyecto en tierras de propiedad de comunidades indígenas. 
Señalan también que estas categorías deben entenderse de manera progresiva, por lo que los niveles más altos de participación requerirán que se den en primer término los primeros. Junto a esto, y pese a las herramientas que se pueden proponer para alcanzar el nivel de participación deseado, plantean que en la práctica las diferencias reales se relacionan más a cómo se planifican las instancias de participación, a los recursos que se disponen y a la buena fe que se otorgue a estos espacios por parte de quienes los implementan.

Finalmente, sostienen que lo central está en el nivel de profundidad de la relación que puede producirse entre la sociedad civil, el gobierno o el proponente, y en el carácter activo o pasivo de la ciudadanía.

Hemos visto que los tipos o niveles de participación tienen una relación directa con la participación en la toma de decisiones, cuanto más avanzado es el nivel de participación resulta más probable poder incidir en las decisiones que se adopten. El nivel básico de participación caracterizado por ser un espacio donde se entrega información, no permitiría el fortalecimiento de la ciudadanía y el empoderamiento necesario para que ésta sea considerada en la toma de decisiones. Dicho fortalecimiento podrá ser alcanzado en la medida que se logren implementar niveles más avanzados de participación,  contribuyendo tanto a la habilitación como al control social por parte de la ciudadanía.

Cuando las decisiones son tomadas en forma colectiva, y se trabaja conjuntamente en la búsqueda de acuerdos, como lo refiere Ojeda (2012), tanto las instancias de participación ciudadana como los propios acuerdos serán reconocidos y legitimados por la comunidad. 

Este hecho resulta fundamental, sobre todo, en la ejecución de los proyectos de inversión, ya que mientras más participación se tenga respecto al proceso de toma de decisiones en la iniciativa que se buscará implementar  y, mientras más temprano se pueda participar en dicho proceso, resultará más probable su aceptación por parte de la comunidad y la prevención de conflictos futuros. 
[bookmark: _Toc119860156][bookmark: _Toc120115169]5.3 Conflicto social
Los conflictos derivados de lo que sería la futura construcción del proyecto “Central Termoeléctrica Castilla” surgieron por el desconocimiento y la desatención de los impactos sociales y medioambientales que se producirían en el territorio donde se emplazaría el proyecto, y que afectarían los modos de vida y las prácticas productivas de quiénes habitaban en él. 

Las disputas entre el titular del proyecto y la comunidad que resultaría impactada por éste tuvieron, entre una de sus causas, la falta de comunicación y la no implementación de instancias participativas durante el desarrollo del proyecto.

La carencia de aquellas instancias de diálogo trajo como resultado incertidumbre y desconfianza en la comunidad, derivando en desacuerdos y desavenencias entre las partes. Esta situación podría no haberse presentado, o haber tenido un nivel y duración menor,  si se hubiese conocido de antemano las posiciones de quienes formaban parte del conflicto, pudiendo con esta información haber trabajado en la búsqueda de soluciones y acuerdos.

El análisis de cómo surgen y se articulan los conflictos sociales entre grupos con intereses distintos, nos permitirá entender la lógica que hay detrás de estas dinámicas y cómo se manifestó en el proyecto Central Castilla. Para dicho objetivo, se presentarán algunos de los tópicos que aborda el estudio elaborado por Kriesberg sobre conflicto social.

Kriesberg (1975), define conflicto social como “una relación entre dos o más partes que (o cuyos portavoces) creen tener metas incompatibles”[footnoteRef:29]. Para el autor, los conflictos sociales son relaciones sociales, en donde cada una de las partes interactúa en cada etapa del conflicto y en donde cada una de ellas afecta el modo en que se desenvuelve la parte contraria. Siendo relaciones sociales, dependen de las relaciones que se dan entre las personas, y no de impulsos individuales aislados. De este modo, los objetivos de cada una de las partes se establecen en la interacción con la otra.  [29:  Kriesberg, Louis; (1975); “Sociología de los conflictos sociales”; Editorial Trillas, México.] 

Un aspecto que el autor distingue como fundamental en los conflictos sociales es la conciencia, la cual se constituye en base a tres aspectos. En primer lugar, quienes participan de un conflicto deben estar conscientes que como grupo, son entidades separadas las unas de las otras. Un grupo con autoconciencia de sí mismo es fundamental en todo conflicto, sin ella, la inconformidad o descontento se puede producir de manera individual, pero no se manifestará como un conflicto social. En segundo término deben sentirse conformes con su posición respecto al otro grupo, percibiendo que se tiene menos de lo que se desea, pero que es posible conseguir algo más. Finalmente, el tercer aspecto, es la consciencia de que la satisfacción de sus metas será posible en la medida que el otro grupo ceda. Siendo así, una de las partes cree que la solución de alguna de sus quejas o injusticias dependerá de que el otro grupo atienda sus demandas, y en la medida que sean atendidas el conflicto se reducirá. Por el contrario, el conflicto se presentará cuando las demandas y exigencias sean inaceptables por el otro grupo. 

Este sentimiento de injusticia, donde se cree que se tiene menos de lo que se debería tener, y que se manifiesta en los integrantes de uno de los grupos, puede tener su origen en las relaciones entre las partes en disputa, en su ambiente o en las características de sus miembros. Para que el descontento o una queja tenga como resultado el surgimiento de un conflicto, este debe ser intenso y ser común a un número significativo de personas, y estar dirigido a algún fin al que se oponga algún otro grupo social.  

En el conflicto que surge en el caso de estudio de esta investigación, las partes en disputa se constituyeron teniendo plena conciencia de quienes eran como grupo y cuáles eran las metas que perseguían. En el caso de la comunidad era la defensa medio ambiente y la sostenibilidad de sus medios productivos y de subsistencia. En el caso de la empresa la obtención de la RCA para construir el proyecto. La comunidad veía en la construcción del proyecto un acto de injusticia ambiental y no consideración de las particularidades del territorio y sus habitantes, lo cual se instaló en la base del conflicto que comenzó a agudizarse a medida que las posiciones e intereses de cada grupo empezaban a manifestarse como metas irreconciliables. Bajo estos antecedentes, surgen algunas interrogantes respecto a cuál habría sido la situación si los intereses de ambas partes se hubiesen conocido con anterioridad, y no cuando el proyecto ya estaba definido. Si se hubiesen desarrollado espacios de participación desde el inicio y a lo largo de todo el desarrollo del proyecto, ¿se podría haber establecido una relación de mayor estabilidad basada en la construcción de acuerdos?. Es factible que la relación entre comunidad y empresa hubiese resultado mejor y los conflictos más fáciles de abordar, considerando el hecho que podrían haber sido resueltos conforme avanzaba el proyecto. Este es un escenario probable y que podemos vincular con lo que Kriesberg identificó como conflicto social basado en el consenso.

Para el autor, existen también dos tipos de conflictos sociales, uno que tiene como base el consenso y otro cuya base es el disentimiento. En el primer caso las partes adversarias se ponen de acuerdo en lo que desean, estando de acuerdo respecto a lo que es valioso para cada una de ellas, y en donde la forma de alcanzarlo dependerá o se conseguirá a expensas de la otra parte. También en este tipo de conflicto una de las partes puede recibir menos respecto al otro, pero no es motivo, en primera instancia, de una disputa, ya que las partes están conscientes de este hecho y lo aceptan como parte del acuerdo. Por su parte los conflictos que surgen por disentimiento, las partes desean cosas diferentes, no siendo posible acuerdo por tratarse de diferencias incompatibles que pueden deberse a valores, creencias o modos de vidas no compatibles. De este modo, una de los partes o ambas presentan exigencias y metas inaceptables para la otra. 

En el  primer tipo, que es el conflicto social que tiene como base el consenso, un punto importante es la conciencia que tiene cada una de las partes de lo que es importante para cada una de ellas, pudiendo incluso obtenerse menos de lo que desea, pero que es aceptado porque forma parte del acuerdo. Es interesante preguntarse cómo un conflicto social puede tener como base el consenso, si una de sus características radica justamente en los desacuerdos que se producen entre las partes respecto a algún objetivo o fin. Una respuesta puede estar en la propia definición de conflicto que presenta Kriesberg, al referirse a: “una relación entre dos o más partes que (o cuyos portavoces) creen tener metas incompatibles”, pudiendo interpretarse de que si se otorga a los adversarios la posibilidad de presentar sus posiciones y deseos antes que el conflicto se agudice, y teniendo plena conciencia de lo que resulta factible, como de aquello de lo cual es posible desprenderse, existe la posibilidad que la relación conflictiva que surja tenga como base la búsqueda de acuerdos, y con esto el conflicto pueda terminar en menor tiempo. 
Por su parte, y contrariamente, el tipo de conflicto basado en el disentimiento, quienes se enfrentan se encuentran en posiciones tan distintas que resulta prácticamente imposible llegar a acuerdos, ya que el origen del conflicto radica justamente en metas que son irreconciliables para cada una de ellas, y en donde la forma de resolverlo, generalmente, es que una de las partes se someta a la otra. Este tipo de conflicto es el más difícil de tratar, ya que se encuentra en una dimensión donde las prácticas y modos de vida de quienes forman parte del conflicto son discordantes entre sí. 
La incompatibilidad de las metas, como lo indica Kriesberg, está en el origen de los conflictos sociales, y una meta se articula en base a la creencia de que podrá alcanzarse. La meta es posible y se genera en la medida que el grupo tiene la esperanza y ve como posible que una injusticia (donde el otro grupo ve lo contrario) podrá remediarse. 
Una vez que se produce un conflicto, Kriesberg sostiene que las partes elegirán la estrategia que más les acomode para la consecución de sus metas, distinguiendo entre ellas la coerción, la persuasión y la recompensa. Indica que los métodos no coercitivos son posibles porque en todo conflicto las partes involucradas tienen no sólo relaciones de conflicto, sino también relaciones que pueden ser complementarias o comunes, como es lo que sucede mayormente en el tipo de conflicto cuya base es el consenso.
La estrategia basada en la coerción implica tratar de hacer que el otro ceda en base al temor o por haber sufrido algún tipo de daño. Esta estrategia de acuerdo a lo planteado por el autor, es un castigo que busca modificar la realidad o conducta del adversario bajo la creencia que el no hacerlo traerá consecuencias negativas para él. Por el contrario, si existe aceptación de la posición del otro la coerción no necesita ejercerse. Sostiene también, que la búsqueda de acuerdos en las metas incompatibles o metas conflictivas, puede lograrse no sólo mediante la utilización de estos métodos coercitivos, sino también mediante la persuasión y la recompensa. 
De este modo, señala que la persuasión, es una estrategia no coercitiva que se caracteriza cuando una de las partes o ambas tratan de convencer a su oponente de que acceda a las metas que desea alcanzar, en razón de sus propios intereses y valores. Mientras que en la segunda estrategia no coercitiva basada en la recompensa uno de los lados, o los dos, ofrecen al otro un incentivo deseado en forma positiva, a cambio de una concesión para alcanzar alguna de las metas. En lugar de un castigo se ofrece una recompensa ya sea tangible o intangible para que la otra parte acceda al deseo de su oponente.
Para Kriesberg, cuando se tienen metas en un determinado conflicto, es conveniente perseguir metas que sean alcanzables y por medios permitidos, debiendo tener en consideración la relación que existe entre medios y fines. Se podrá alcanzar la disuasión en un conflicto si las demandas no son muy inalcanzables, ya que cuando más altas sean las metas en la relación con un adversario, más alta será, por ejemplo, la coerción que se necesite para alcanzarlas. 
Respecto a las estrategias que presenta el autor para alcanzar una determinada meta, es probable para el caso de análisis de esta investigación, que de haberse establecido una relación con la comunidad desde el inicio del proyecto, las estrategias a seguir por ambas partes hubiesen estado más cercanas a la persuasión y la recompensa,. En donde, por ejemplo, la empresa podría haber expuesto los beneficios y garantías del proyecto y la comunidad la necesidad que su emplazamiento se realizara en un lugar con menor impacto medioambiental, junto con la entrega de alguna medida compensatoria. Sin embargo, la presentación del proyecto se realizó cuando éste ya estaba diseñado, y las instancias participativas con la comunidad se establecieron en la evaluación ambiental del proyecto. Bajo tales circunstancias, es entendible que la estrategia a seguir para enfrentar el conflicto -que se inició con una férrea oposición entre ambas partes-, haya estado más vinculada, por lo menos en sus inicios, con la técnica de la coerción.
Kriesberg, señala también que un conflicto social está compuesto por cinco etapas, en donde cada etapa depende de la anterior. Lo primero es la relación conflictiva social objetiva o subyacente. En segundo lugar, el conflicto social mismo, que surge cuando dos o más partes creen tener metas incompatibles. Lo tercero es el modo inicial en que los adversarios persiguen sus metas contradictorias. En cuarto término, el alcance e intensidad de los escalamientos y desescalamientos de las disputas. Finalmente, en quinto lugar, cuando el conflicto llega a una conclusión y surge un resultado.
De acuerdo a lo indicado por el autor, cuando cada una de las partes comienza la búsqueda de su meta, y se distinguen los adversarios, el conflicto comienza un proceso de escalamiento, donde se presentan los mayores niveles de conducta conflictiva. Luego se transita a un proceso progresivo de desescalamiento, que es el que antecede el término de un conflicto. El grado y duración de estos procesos, depende del modo del conflicto, de las características de las partes, la respuesta del adversario, el asunto en disputa y el contexto general de las partes involucradas. 
Kriesberg sostiene que puede darse el caso que una reacción muy fuerte pueda intimidar a la otra parte, trayendo como resultando el desescalamiento del conflicto, o por el contrario, un escalamiento. También señala que una reacción muy débil puede producir en el otro un mayor escalamiento por la percepción de esa misma debilidad.
La última etapa que surge después del término de un conflicto es el resultado del conflicto. Aquí el autor identifica cuatro tipos de resultado puro: la retirada, la imposición, el convenio y la conversión. Los resultados en un conflicto, por lo general, exhiben una combinación de estos cuatro tipos.
La relación conflictiva social objetiva o subyacente de cada una de las partes, que es la primera etapa de un conflicto a que hace referencia el autor, en el caso del proyecto Castilla se presentó bajo la conciencia de intereses contrapuestos. Por un lado, la necesidad de construir una central termoeléctrica asociada a la idea de progreso y desarrollo, y por otro, la necesidad de salvaguardar los aspectos socioambientales del territorio para la preservación de las condiciones de vida de quienes habitaban en él. En el momento que la comunidad fue informada de manera formal que se estaba ad-portas de construir una obra de tal envergadura, y con los impactos que conllevaría su emplazamiento, surgió el conflicto mismo, donde se presentaron las metas incompatibles de las partes y las estrategias que cada una de ellas utilizaría para enfrentar el conflicto, comenzando con la persuasión y recompensa hasta llegar a la coerción. Estas fueron manifestándose conforme el conflicto avanzaba a su etapa de escalamiento, llegando a su punto más agudo que fue el momento en que la Comisión de evaluación ambiental de Atacama aprobó la construcción de la Central Termoeléctrica Castilla en el año 2010. Con posterioridad, y producto de las diversas acciones ciudadanas y de la revisión, por parte de algunas autoridades, de los antecedentes de la aprobación del proyecto,  tras varios años el conflicto comenzó a ceder transitando a la etapa de desescalamiento. Luego de estas acciones que lograron visibilizar la magnitud de los impactos socioambientales de la iniciativa, se llegó a la última etapa que define el autor como conclusión y resultado, y que se expresó en la anulación de la RCA el año 2018, que determinó que el proyecto no era viable ni social ni medioambientalmente.  
[bookmark: _Toc119860157][bookmark: _Toc120115170]5.4 Conflictos socioambientales
De acuerdo con lo planteado por Astorga et-al (2017)[footnoteRef:30], los conflictos socioambientales son una forma específica de conflicto social. Considerando el planteamiento de Luhmann (1998) indican que los conflictos sociales surgen a partir de una controversia, la cual al ser de conocimiento público se expande y alcanza una repercusión de carácter más amplio. Al ser de interés público los conflictos generan acciones y reacciones de parte de distintos actores que pueden ir más allá del grupo directamente afectado. Un conflicto social se genera, entonces, en la medida que un actor o grupo presenta una oposición sobre un asunto de interés social y, por ese mismo hecho, alcanza una repercusión de mayor alcance.  [30:  Astorga, Eduardo; Carrillo, Francisco; Folchi, Mauricio; García, Magdalena; Grez, Bernardo; Mcphee, Bernardita; Sepúlveda, Claudia; Stein, Hans; (2017) “Evaluación de los conflictos socio-ambientales de proyectos de gran tamaño con foco en agua y energía para el periodo 1998 al 2015”; Consejo Nacional de Innovación para el Desarrollo (CNID), Marzo 2017, Rev. 0 – 551.
] 


Reafirmando lo anterior, y en base a lo planteado por Sabatini (1996), Walter (2009) y INDH (2012), sostienen que la expresión de la controversia u oposición requiere que su difusión sea a través de medios de comunicación masivos y redes sociales, las que serán fundamentales en el grado de repercusión que éstos alcancen.

Para los autores, los conflictos socioambientales han adquirido un alto protagonismo durante los últimos cuarenta años, presentándose un debate en torno a qué los distingue respecto a otro tipo de conflictos sociales. Por un lado, existen posiciones que hacen una distinción entre lo que son los “conflictos ambientales” y lo que son los “conflictos socioambientales”. Sin embargo, y rescatando lo indicado por Fontaine (2004), señalan que ninguno de estos conflictos podría presentarse sin la dimensión social que los constituye. De este modo, indican que la utilización del concepto de “conflicto socioambiental” les resulta más convincente, ya que refuerza la idea que en todo conflicto ambiental se presenta una interacción entre la dimensión social y la ambiental.

Respecto a la “dimensión ambiental” de un conflicto socioambiental, sostienen que puede ser entendida de tres maneras. En primer lugar y con base en lo planteado por Sabatini y Sepúlveda (1997), la dimensión ambiental de estas disputas puede estar referida tanto a los daños causados a los recursos naturales,  como a la distribución territorial de los impactos de una determinada iniciativa, o al acceso y control de los recursos del medio ambiente.

Otra manera de entenderla es de acuerdo a lo planteado por Folchi (2001), quien señala que en una alta cantidad de casos los conflictos socioambientales no están tan relacionados con la protección del medioambiente, sino más asociados a reivindicaciones que se relacionan con el bienestar material de sus actores, como es, por ejemplo, la calidad de vida.

Por su parte, el tercer enfoque es el que plantea que lo “ambiental” es una construcción social. Siendo así, un conflicto social es considerado como socioambiental en la medida que la sociedad lo reconozca de esa manera. De acuerdo con lo presentado por Sepúlveda (1997), Astorga et-al (2017) indican que los conflictos ambientales se diferencian  de otros conflictos sociales porque los temas que presentan son esencialmente entendidos como ambientales por el contexto histórico, social y cultural del que forman parte, siendo central el papel que juegan los medios de comunicación en esa construcción. 

Considerando lo anterior, y citando a Sepúlveda (2016), los autores sostienen que un conflicto socioambiental puede ser entendido como: “una controversia en la que al menos un grupo manifiesta su confrontación u oposición explícita sobre un asunto o materia de alta relevancia social relacionada con el acceso, la disponibilidad y/o calidad de los recursos naturales o servicios ecosistémicos o las condiciones ambientales que afectan a estos grupos humanos, en un contexto social donde la comunicación de esta controversia inevitablemente se plantea en la forma de una alarma relacionada con los riesgos ecológicos o la crisis ecológica imperante”[footnoteRef:31].  [31:  Ibíd. nota 30, pág. 7.] 


En consecuencia un conflicto nace por la manifestación explicita de los objetivos contrapuestos de las partes adversarias. Al tratarse de temas de interés público, y que pueden tener un amplio alcance, derivan en un conflicto social. Los conflictos socioambientales, como se indicó, son un tipo de conflicto social, que por su propia naturaleza pueden alcanzar importantes repercusiones y tener una magnitud que los haga difícil de abordar. Esto fue lo que ocurrió en el proyecto Central Castilla, el cual comenzó con grandes diferencias entre la comunidad y la empresa, derivadas de formas distintas de entender la relación con el medio ambiente y el desarrollo. 

Es esa contraposición la que está en la raíz de las contiendas que se han instalado en la defensa de la protección medioambiental, que comienza a ser considerada en el país tras la suscrición, en la década de los noventa, de los acuerdos internacionales y la propia Ley ambiental. Sin embargo, antes de la adopción de estas medidas de resguardo medioambiental, la idea de desarrollo y productividad no consideró la sostenibilidad de los ecosistemas y los recursos naturales, siendo asuntos que no se discutían, y que no despertaban el interés que han tenido en estas últimas décadas. 

 

Al respecto, Astorga et-al (2017) señalan que este tipo de conflicto, en donde las controversias están relacionadas con los riesgos ecológicos involucrados, tienen su origen en la década de los ochenta en el país. Este origen, rescatando lo presentado por Harvey (2007), indican estuvo relacionado con la restructuración neoliberal que se produjo en el país desde mediados los años setenta, siendo un sistema económico caracterizado por conectar los procesos productivos con la privatización de los medios de producción (tierra y recursos naturales), la liberación de los mercados y el repliegue del Estado y sus políticas sociales. Esta reestructuración, señalan, tuvo como resultado un aumento de la presión extractiva sobre los ecosistemas, produciendo impactos de consideración en la degradación ambiental y la contaminación.

Por otro lado, citando a Claude (1997), sostienen que el crecimiento económico producto del modelo extractivista trajo como resultado una concentración de la riqueza, provocando malestar por parte de los actores que se vieron impactados por proyectos de inversión.

Uno de los aspectos que destacan es el surgimiento de las Organizaciones no Gubernamentales (ONGs) a comienzos de los años 2000, las que entregaban apoyo a los grupos y comunidades afectadas por tales proyectos. Sin embargo, y tal como sostienen Sepúlveda y Villarroel (2013), se ha transitado hace más de una década a que sean las propias comunidades afectadas las que estén al frente de las movilizaciones ambientales, siendo capaces de presentar directa y públicamente sus demandas.

Astorga et-al (2017) hacen presente que la emergencia de los temas medioambientales se ha posicionado como algo cada vez más importante en la opinión pública, lo cual ha venido de la mano con el aumento de las organizaciones de defensa ambiental surgidas en el contexto de proyectos de inversión, las cuales buscan manifestar sus desacuerdos y demandas en respuesta a los impactos que éstos generan.

Respecto a cómo han evolucionado los conflictos socioambientales en el país, sostienen que es posible apreciar varios aspectos. Por un lado, y de acuerdo con lo planteado por Sabatini y Sepúlveda (1997), indican que muchos conflictos socioambientales han presentado controversias relacionadas con la desigual distribución de la riqueza generada por proyectos productivos. En los últimos años las comunidades han demandado participar de los beneficios económicos que emergen de los proyectos de inversión por los cuales resultan afectadas. El reconocimiento que han ido adquiriendo estas demandas, de acuerdo con lo que sostienen Astorga et-al (2017), ha llevado a la formulación de propuestas legales e instrumentos de política pública por parte de algunos órganos del Estado, los cuales han reconocido que un espacio donde se podrían levantar las necesidades y trabajar en los potenciales beneficios para las comunidades, podría surgir de los procesos de participación ciudadana orientados a prevenir y resolver conflictos socioambientales. 

Según lo planteado por Sepúlveda y Mariángel (1988), también indican que la poca legitimidad de las decisiones sobre la aprobación de proyectos de inversión, ha sido un factor fundamental en la generación de conflictos socioambientales en el país. Los acotados espacios legalmente reconocidos de participación ambiental,  los cuales tienen una baja incidencia en las decisiones ambientales, ha sido un factor que ha acrecentado los conflictos.

Otro factor que distinguen como generador de conflictividad, y que se expresa en lo planteado por Durán et al (2016), es el vacío en materia de ordenamiento territorial vinculante. El implementar procesos de participación ampliada con poder efectivo en la toma de decisiones de la planificación territorial, podría ser una oportunidad que contribuyera a la prevención de conflictos socioambientales, por lo que es importante avanzar en la implementación de políticas y reformas legales que permitan el desarrollo de dichos procesos. 

La controversia que distinguen Astorga et.al (2017) que está en la base del conflicto, y que Kriesberg señalaba como metas incompatibles o metas conflictivas, se instala entre las partes y dan paso a lo que este último autor indicaba como relación conflictiva social objetiva o subyacente, y que Astorga et.al (2017) indican como la manifestación explicita de la confrontación. Tanto la relación conflictiva como la confrontación que son las formas en que un conflicto se manifiesta, se transforman en conflicto social por la relevancia social que alcancen. 

Para el caso de los conflictos socioambientales la oposición surge por las diferencias respecto a la preservación y resguardo de los recursos ambientales y ecosistémicos que se encuentran disponibles en un determinado contexto social. Esto fue lo que se presentó en el proyecto Central Castilla, que no consideró el real impacto socioambiental que se produciría al construir esta obra, afectando el medio ambiente y los recursos naturales y de subsistencia de las comunidades que habitaban en el área donde se emplazaría el proyecto. Las posiciones contrapuestas entre el titular del proyecto y la comunidad -expresados en la controversia que distingue Luhmann-, dio paso a la relación conflictiva, en donde la disputa se hizo visible y se fue instalando en base a las distintas manifestaciones, reclamaciones, recursos de protección, presencia en medios de comunicación, etc., que enfrentaron a la empresa con los lugareños y distintos actores (tanto locales como nacionales), quienes por un lado buscaba llevar adelante el proyecto, y por otro, a quienes buscaban rechazarlo y dejar sin efecto la RCA, que había declarado ambientalmente favorable el proyecto. 

Este conflicto socioambiental que comenzó teniendo como base el  disentimiento que refería Kriesberg, fue un conflicto difícil de manejar y de larga duración, iniciándose el año 2008- de acuerdo a la información entregada por el Informe del INDH (2015)- y culminando el año 2018, momento que se dejó sin efecto la RCA que había declarado ambientalmente viable al proyecto

[bookmark: _Toc119860158][bookmark: _Toc120115171]6. MARCO METODOLÓGICO
Se utilizará el análisis de contenido, método que apunta a descubrir la significación de un mensaje, ya sea este un discurso, una historia de vida, un artículo de revista, una resolución judicial, etc. 
Según Krippendorff (1980) algunas de las características de esta técnica son las siguientes:
(a) Parte de información no estructurada (a diferencia de un cuestionario), que es posteriormente codificada por medio de unidades de análisis que son generadas por quien investiga.
(b) Permite obtener información sin existir una intervención de quien investiga, que condicione o influya el proceso de recogida de información, como es el caso de las entrevistas o experimentos, en los cuales debido a la interacción que ejerce quien entrevista es posible que se desvirtúe la verdadera naturaleza de un fenómeno.
(c) Parte del contexto para identificar la información.
Para fines del presente proyecto, se analizarán las “Fichas de Reclamaciones Ciudadanas” presentadas por parte de la comunidad afectada y actores relacionados con el proyecto, en el marco de las instancias de participación ciudadana desarrolladas en el proceso de evaluación ambiental. También documentos elaborados por organizamos internacionales que dan cuenta de la evolución del conflicto y de los factores que influyeron en la magnitud y duración del conflicto.
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